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LA EXPERIENCIA DE LA AUTONOMIA DE CATALUÑA PARA EL FUTURO DE LA REGIÓN DEL SAHARA
This paper will be divided into two sections. First, it will present the experience of Catalonia in the field of autonomy and good governance, before moving to the Moroccan Initiative for negotiating an autonomy statute for the Sahara region.

I. LA AUTONOMIA DE CATALUÑA.
En esta exposición sobre la experiencia del autogobierno de Cataluña subrayo los aspectos que pueden resultar más interesantes para Marruecos y la autonomía de la Región del Sahara, y dejo de lado los elementos que no interesan para el caso (por ejemplo, no trato las relaciones de Cataluña en la Unión Europea). No llego a realizar una comparación, porque es imposible contrastar unas instituciones en funcionamiento con un proyecto, que además esta esbozado en líneas muy generales. Sí realizo, en cambio, algunas reflexiones sobre la futura autonomía del Sahara a la luz de la experiencia catalana. 

1. Partidos y gobiernos.

Prescindiendo de precedentes históricos importantes, en especial durante la II República (1931-36), Cataluña tiene autonomía política desde 1979, fecha en que se aprobó el Estatuto de autonomía, inmediatamente después de la Constitución de España de 1978. Desde entonces hasta el 2003 (23 años) gobernó la coalición Convergència i Unió, formada por dos partidos que se pueden considerar globalmente nacionalistas y conservadores, bajo la dirección del Presidente Jordi Pujol (los 23 años!). Los primeros períodos fueron para poner en pie las instituciones de la autonomía, construyendo las instituciones y una administración notable. Tras las elecciones del 2003 se formó  un gobierno de coalición (“tripartito”) dirigido por Pasqual Maragall e integrado por el Partit Socialista de Catalunya (PSC), Esquerra –izquierda- Republicana de Cataluña (ERC, independentista) y Iniciativa per Cataluña-Els Verds(IC, excomunista), que realizó una reforma total del Estatuto. 

La reforma del Estatuto de Autonomía aprobada el 2006 fue muy complicada, por diversas razones, y resultó traumática, porque tras el referendum popular se produjo una Sentencia constitucional restrictiva y desafortunada. El proceso en su conjunto multiplicó las tensiones entre Cataluña y España, fase en la que todavía estamos. Las elecciones de 2006 dieron paso a un nuevo gobierno tripartido dirigido por José Montilla, sobre el que cayó el peso de la Sentencia y del fracaso de las esperanzas reformadoras, y las elecciones celebradas en noviembre de 2010 significaron la recuperación del Gobierno por la coalición CiU, dirigida ahora por A. Mas,
2. La definición de Cataluña como nación y otros elementos ideológicos.
Resultaría excesivo presentar aquí la distinción entre el catalanismo (compartido por todos los partidos) y el nacionalismo catalán (y su división en torno a la independencia o al eje izquierda derecha) pero hay que tenerlos en cuenta para entender que existe un consenso básico de todos los partidos en torno a la autonomía y las diferencias se establecen en programa de máximos que cada partido desea para el futuro de Cataluña. 
Por ejemplo, todos los partidos estan de acuerdo en la cooficialidad del castellano y del catalán y en la promoción de éste para su “normalización” social pero hay fuertes diferencias sobre su proyección institucional y social. También el impulso de algunos temas al primer plano de la discusión puede ser conflictivo, como por ejemplo la defensa del derecho de autodeterminación o la opción por la independencia.

Entre los símbolos recogidos en un artículo inicial del Estatuto se incluyen la bandera, la fiesta nacional y el himno, con la misma protección que los símbolos del Estado. También hay referencias al territorio, a la historia y a la capital de Cataluña, y por encima de todo, a la lengua de Cataluña, que es factor decisivo de la autonomía política.

Entre los muchos temas ideológicos destacados por los partidos nacionalistas el más importante para el conjunto de la población, especialmente por su repercusión en el resto de España, es la definición de Cataluña como nación. En Cataluña la expresión “Catalunya és una nació” es lema habitual de todas las manifestaciones nacionalistas, y el uso del adjetivo nacional ha sido incoporada masivamente a la vida institucional y social por los gobiernos de CiU y aceptado por el resto de los partidos en expresiones oficiales como Museo Nacional de Arte de Cataluña, Diada (fiesta) Nacional de Catalunya, etc., exactamente con el mismo sentido que se utiliza para los adjetivos que se refieren al conjunto de la nación española (Museo Nacional Reina Sofía, Himno nacional de España, etc). Este doble uso del término nación es habitual en Cataluña. 
3. El estatuto de autonomía y sus funciones.
El Estatuto de Autonomía desempeña una función muy importante en la distribución de competencias del Estado autonómico, porque la Constitución opera como marco general y el Estatuto determina exactamente las competencias que corresponden a Cataluña, así como a cada una de las Comunidades Autónomas (CCAA, en adelante). En un sistema como el español, formado por 17 CCAA, esta técnica es origen de problemas y resulta mucho más operativa la forma clásica del federalismo, en el que la Constitución determina las competencias de atribución de la Federación y deja a los Estados las demás. Pero si en Marruecos la autonomía se limita al Sahara, la técnica puede resultar operativa, y permite a la Región matizar sus competencias. 
La posición de los Estatutos como norma superior de la autonomía impide que las leyes del Estado se interpongan entre el Estatuto y la Constitución (famosa sentencia, STC 76/1983), salvo cuando ella misma establece una reserva específica, como sucede con la Ley Orgánica del Poder Judicial y con la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades autónomas. Los Estatutos asumieron así un papel semejante y a la vez mucho más importante del que tienen las Constituciones de los Estados miembros de una federación, porque determinan no solo la competencia de la CA sino también la del Estado. 
Otros elementos acaban de perfilar la definición del Estatuto de autonomía. Su carácter consensuado (en cuanto interviene la CA y las Cortes en su aprobación), especialmente en los elaborados por la vía más compleja (Cataluña, País Vasco, Galicia y Andalucía). Incorporaron una fase de negociación y necesario consenso entre la representación parlamentaria de la Comunidad Autónoma y el conjunto del Estado (a través del Congreso). Esta nota se entiende por el origen del Estado autonómico, en cuanto la formación de las CCAA por los Estatutos se realizó al mismo tiempo que se configuraba el propio Estado. Ya se ha apuntado un debilitamiento del consenso en Cataluña tras la reforma del 2006 y especialmente tras la STC 31/2010.

4. Las instituciones autonómicas
Las instituciones principales de las CCAA son el Presidente, el Parlamento y el Gobierno, y  tienen carácter político-representativo, es decir, tienen su origen y legitimidad en las elecciones populares de la Comunidad, y están configuradas básicamente por cada Estatuto de Autonomía. La Constitución sólo impone un marco general, muy amplio, en el artículo 152 de la Constitución Española (CE, en adelante): un Parlamento o Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional; un gobierno con funciones ejecutivas y administrativas; y un presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros. A partir de aquí, cada Comunidad organiza sus instituciones como prefiere.
El carácter más relevante de la autonomía política es la inexistencia de jerarquía y de control político de las instituciones estatales sobre las instituciones autonómicas. La única explicación, por tanto, de la actuación de las instituciones autonómicas es la línea política que ellas mismas adopten, según los partidos políticos dominantes en cada CA y la opinión de sus propios ciudadanos.

Todos los Parlamentos de las CCAA son unicamerales. El Parlamento de Cataluña está compuesto por 135 diputados que son elegidos por un sistema electoral proporcional, en concreto la fórmula D’Hondt, que ha sido incorporada por todas las CCAA. 
Los Parlamentos se organizan y funcionan de forma bastante tradicional, pero, como en todos los Parlamentos actuales, sus protagonistas son los grupos parlamentarios, que constituyen el reflejo de los partidos políticos; cada grupo está formado por los representantes elegidos de un mismo partido y actúan con una rígida disciplina de voto. 

Los Parlamentos autonómicos tienen como principales funciones aprobar las leyes de la Comunidad y, en particular, la ley anual de presupuestos, elegir y sustituir al presidente del gobierno (investidura, cuestión de confianza y moción de censura), controlar a los miembros del gobierno a través de preguntas e interpelaciones, nombrar a los miembros de las instituciones autonómicas que debe elegir el Parlamento y participar en algunos órganos o decisiones de las instituciones centrales del Estado, como la designación de algunos senadores o el envío de proposiciones de ley a las Cortes.

Durante estos años, los Parlamentos han legislado de manera muy diversa según las CCAA. En algunos casos, el número y la entidad de las leyes son apreciables, aunque tampoco hay que dar excesiva importancia al número; puede ser más importante su calidad, o su incidencia real en los problemas de la Comunidad. En todas las CCAA predominó durante los primeros años la elaboración de las leyes que organizaban las instituciones y la administración autonómicas, y posteriormente van siendo más numerosas las que desarrollan competencias sectoriales, como ordenación del territorio, educación, cooperativas o servicios sociales.

El presidente de la CA y el resto del gobierno, integrado por “consejeros”, es —en términos clásicos— el “ejecutivo” de la CA, lo que significa que se encarga de aplicar las leyes aprobadas por el Parlamento mediante la elaboración de reglamentos y la dirección de la administración. Pero desde hace décadas en todos los Estados occidentales su función es mucho más amplia, porque el propio gobierno dirige a la mayoría parlamentaria (casi todas las leyes provienen de proyectos aprobados por el gobierno), elabora de forma decisiva los presupuestos de cada año y aprueba las políticas públicas desarrolladas por la administración, con unas dimensiones muy superiores a las meramente legales. 

Aunque suele darse mucha importancia teórica a la legislación, hasta el punto de afirmarse que la existencia del poder legislativo es el criterio que distingue a la autonomía política de la administrativa, lo cierto es que las principales tareas de las CCAA son de carácter gubernamental, en España y en todos los federalismos actuales. 

Como en todos los sistemas políticos actuales, el presidente del gobierno autonómico es la institución principal, por su posición decisiva en el gobierno y porque además es el líder de la mayoría parlamentaria, y ello le permite controlar todas las decisiones importantes. En todas las CCAA el presidente se elige por el Parlamento siguiendo un procedimiento (la investidura) muy parecido al que utiliza el Congreso de los Diputados para nombrar al presidente del gobierno central, con la principal diferencia de que las funciones que corresponden al rey son desempeñadas en las CCAA por el presidente del Parlamento. El nombramiento de todos los consejeros es realizado por el presidente, tras la investidura, y también su cese depende de él, de manera que el presidente es la clave de la formación y continuidad del gobierno. 
El poder del presidente va más allá de lo previsto en el Estatuto y las leyes, e incluso de la posición que ocupa respecto al grupo parlamentario y al partido, por el papel decisivo de los medios de comunicación —especialmente si la CA tiene televisión propia—, y permite entender que los presidentes sean la institución que mejor ha conseguido cuajar en el nuevo entramado institucional autonómico. 

5. Los tipos de competencias del Estado y de las CCAA.
El resultado de conjugar las normas de la Constitución y de los Estatutos da paso a una tipología que permite distinguir el conjunto de las competencias en cuatro grandes categorías: competencias exclusivas del Estado, competencias concurrentes, competencias compartidas y competencias exclusivas de las CCAA.

Las “competencias exclusivas”, tanto del Estado como de las CCAA, permiten a su titular ejercer todos los poderes sobre la materia correspondiente, es decir, aprobar la ley y sus reglamentos ejecutivos, los reglamentos organizativos de los servicios, así como organizar a los funcionarios y dirigir su gestión. Por tanto, si la competencia es exclusiva, el titular del poder –Estado o CA- ejerce todas las funciones (legislación, reglamentación y ejecución) sobre el ámbito o la materia concreta de la competencia. 

Son competencias exclusivas del Estado, por ejemplo, “nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo”, “relaciones internacionales”, “defensa y Fuerzas Armadas”, etc. Estas competencias se enuncian de manera genérica, sin ningún límite de funciones, y por eso requieren una delimitación muy precisa de la materia considerada exclusiva. Por ejemplo, “relaciones internacionales” significa que corresponde al Estado la firma de los tratados internacionales o el establecimiento de embajadas en países extranjeros. Pero ello no impide a las CCAA realizar acuerdos con Länder alemanes o Cantones suizos en materias que les corresponden, y ni siquiera implica que las CCAA no puedan tener sus propias oficinas en Bruselas para seguir mejor la política de la Unión Europea, como ha reconocido la STC 165/1994, porque el establecimiento de esas oficinas no entra en las relaciones internacionales. 
Las competencias exclusivas de las CCAA son todas aquellas que no aparecen en el artículo 149.1 de la Constitución reservadas al Estado, o que figuran en él como excepción total al poder del Estado, de manera que pueden corresponder a las CCAA. Al ser exclusivas, permiten a las CCAA ejercer todas las funciones en cada una de las materias, es decir, la legislación, la reglamentación y la gestión o administración. Por ejemplo, el turismo, la agricultura, los “ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el interior de una Comunidad autónoma”. 

Las competencias concurrentes y compartidas, suponen la intervención del Estado y de las CCAA en la misma materia, porque la complejidad del Estado moderno hace muy difícil el mantenimiento de toda la competencia en una sola instancia y aconseja la distribución entre ambas, lo que implica una cierta colaboración. La competencia es concurrente cuando el Estado puede aprobar una ley básica o de líneas generales y las CCAA pueden aprobar leyes de desarrollo y tienen además la potestad reglamentaria y la ejecución. La competencia es compartida cuando la legislación corresponde al Estado y la ejecución a las CCAA. 

Las competencias son concurrentes en materias tan importantes como ordenación general de la economía, educación, sanidad y medio ambiente, entre otras. En estos casos, la dificultad mayor es decidir hasta dónde puede llegar la ley básica del Estado, sin invadir la competencia también legislativa de las CCAA, y cuáles son los mecanismos de colaboración entre el Estado y las CCAA para que ambas instancias cumplan correctamente su respectiva función. El TC ha fijado algunos criterios para determinar las leyes básicas: han de reducirse a regular “un mínimo común denominador” para todos los ciudadanos, en principio deben ser leyes aprobadas por las Cortes y sólo pueden ser reglamentos del gobierno cuando la ley lo autorice, etc. Pero subsisten dificultades técnicas, y lo ideal sería la existencia de un Senado integrado por representantes de las CCAA, como en Alemania, que participara en la aprobación de las leyes básicas, expresando la conformidad de las CCAA a la dimensión de la ley básica del Estado. 

La competencia compartida se da en ámbitos como la legislación mercantil, penal y penitenciaria, y la legislación laboral, que es quizás la más importante para las CCAA, etc. Corresponde al Estado la aprobación de la ley y del reglamento ejecutivo de la misma, es decir, las normas que se aplicarán a los ciudadanos, garantizando una misma normativa legal en todo el territorio; la CA aprueba el reglamento organizativo (la estructura de la administración necesaria para aplicar la ley) y tiene también toda la gestión, o sea, la dirección de los funcionarios que han de realizar las tareas de aplicación.

En general, se puede decir que en España, como en los federalismos más modernos, las competencias más importantes no son las exclusivas, ni del Estado ni de las CCAA, sino las concurrentes, como economía, educación y sanidad, que permiten la formación de políticas públicas distintas que se ajusten a las necesidades y orientaciones de cada CA, con un peso además muy notable no sólo por la importancia que adquieren en el Estado social, sino porque comportan un traspaso decisivo de medios personales, materiales y financieros. 
Por otra parte están las competencias que se derivan de los llamados “hechos diferenciales”, como el derecho civil catalán tradicional o la oficialidad compartida de la lengua catalana, que son muy importantes tanto jurídica como políticamente, pero que no trataré porque me parece que tienen menos relación con nuestro tema.

6. Resolución de conflictos por el Tribunal Constitucional
La Constitución española de 1978 ha seguido claramente estos modelos federales, atribuyendo esencialmente al Tribunal Constitucional (TC) la solución de los litigios que puedan enfrentar al Estado y a las CCAA, o a éstas entre sí, sin perjuicio de recoger algunos mecanismos que responden a las otras lógicas indicadas, como la negociación política, que siempre es posible, y la imposición unilateral del Estado, que se prevé sólo para situaciones muy graves en el artículo 155 de la Constitución.

Los conflictos planteados ante el TC versan sobre la competencia del Estado o de una CA para aprobar una ley u otra norma inferior (un reglamento, una orden, etc.). La función del TC consiste en analizar la Constitución y el Estatuto de la CA y decidir si el autor de la norma tenía competencia para elaborarla o si, por el contrario, se ha excedido en sus facultades y ha invadido las competencias de la otra parte. Por eso se dice que la esencia del conflicto de competencias es la vindicatio potestatis, la reclamación de un poder propio que ha sido invadido por otro. La clave de esta fórmula, y sus ventajas sobre otras soluciones históricas, estriba en que la solución del TC se basa únicamente en criterios jurídicos, porque la sentencia dará la razón al Estado o a la CA no por razones políticas sino en virtud de lo que digan la Constitución y los Estatutos. De esta forma, se pretende judicializar los conflictos, que pueden tener un origen muy político, pero que se resuelven sólo con criterios jurídicos, con la ventaja de que la solución servirá para el futuro, ya que ante cualquier otro conflicto semejante la solución, en principio, será la misma. Esta forma de operar permite hablar de la función pacificadora del TC.

Pero en España esta función se ha desbordado, al producirse una cantidad ingente de conflictos, tanto por razones políticas como jurídico-técnicas, como el método seguido para la definición de las competencias, Desde el inicio de su actividad en 1981 hasta el 2010 el TC habrá dictado más de 600 sentencias que resuelven conflictos entre el Estado y las CCAA, (muy pocos entre éstas).  Este número supone una media anual superior a las 20 sentencias, que adquiere toda su dimensión si se compara con la existente en Alemania, donde el Tribunal Constitucional Federal resuelve normalmente uno o dos conflictos al año.

En el año 2000 se ha realizado una reforma de la Ley Orgánica del TC para impulsar la negociación entre los gobiernos autonómicos y el gobierno central, cuando se prevea la presentación de un recurso de inconstitucionalidad contra una ley por motivos competenciales. La reforma consiste en alargar de 3 a 9 meses el plazo para presentar el recurso ante el TC si los gobiernos muestran voluntad de negociar las discrepancias y lo manifiestan al TC dentro de los tres primeros meses. 

7. Las relaciones de colaboración
Las relaciones de los Länder o cantones, entre sí y con la Federación, colaborando en la mayoría de los ámbitos que son de su competencia (traspaso de información, préstamo de medios y técnicas, participación en obras de interés común, etc.), constituyen un aspecto decisivo de los sistemas federales y regionales en la actualidad, porque, al estar el poder dividido entre las dos instancias, su ejercicio eficaz requiere a menudo el intercambio de información, el apoyo de unas instituciones a otras e incluso la participación de ambas en la realización de unas tareas comunes. En el Estado liberal las instituciones podían cumplir sus funciones sin apenas contacto con las demás instancias, pero el desarrollo de la economía a nivel mundial y la multiplicación de las comunicaciones, así como la transformación del Estado liberal en Estado social, han significado un incremento sustancial de las relaciones entre las regiones y los Estados. 

De forma esquemática, puede decirse que el principio general de colaboración presenta dos dimensiones diferenciadas, una negativa y otra positiva. La dimensión negativa obliga a que el Estado y todas las CCAA respeten, en sus respectivas actuaciones, los intereses generales del conjunto y los propios de los demás gobiernos. La dimensión positiva consiste en que todas las instancias de gobierno están obligadas a prestar el auxilio y la asistencia que requieran las demás para el correcto ejercicio de sus propias competencias. En este segundo sentido, reviste especial importancia el intercambio mutuo de información y la prestación de asistencia (personal, técnica y de servicios e infraestructuras). 

Como la Constitución española apenas previó formas de colaboración, en los primeros años esta fue escasa, pero en los últimos años han aumentado las manifestaciones de la colaboración, sea porque su necesidad es tan imperiosa que se acaba imponiendo, sea porque también la experiencia ha ido enseñando a los representantes estatales y autonómicos. Estos progresos son sin embargo desiguales y tienen una escasa y deficiente regulación. Pero los nuevos Estatutos, los aprobados a partir del 2006 siguiendo la línea del catalán, suelen dedicar todo un título a las relaciones de colaboración y participación. 

Entre las diferentes técnicas de colaboración (convenios, programas conjuntos, conferencias sectoriales, etc.) el más idóneo para la existencia de una sola región autónoma es la creada por el nuevo Estatuto de Cataluña: la Comisión Bilateral Generalidad-Estado. Funciona como marco general permanente de relación entre los dos gobiernos, a efectos de la participación y colaboración de Generalidad en el ejercicio de competencias del Estado que afecten a Cataluña, y de información y mecanismos de colaboración en asuntos de interés común. Sus funciones son deliberar, proponer y, en su caso, adoptar acuerdos sobre una lista de ámbitos muy amplios que incluyen proyectos de ley, programación económica, impulso de la colaboración, conflictos competenciales, etc. 

II. REFLEXIONES SOBRE LA AUTONOMÍA DE LA REGIÓN DEL SAHARA 
1. Cuestiones iniciales.

Antes de entrar en la configuración de la autonomía hay que subrayar la importancia que tendrá su momento fundacional, al menos en dos aspectos, la necesidad de máximo consenso político y el sistema electoral y de partidos políticos.

In any case, it’s important to underline that there is no single standard and uniform model of autonomy. Defining an autonomy system depends on many factors, including the national and international contexts within which it has been developed, as well as the historical, political, social and economical specificities of each country and each region of the world. The content and extent of the various existing systems can serve as examples to inspire other but would not necessarily have to be followed blindly. The important aspect is to respond effectively a given problematic, while ensuring, on the one hand, the possibility for the autonomous region of managing its local affairs through its own institutions and, on the other hand, the preservation of the sovereignty and territorial integrity of the State.
La autonomía requiere, por sí misma, la voluntad consensuada de la mayoría de fuerzas políticas y de la población porque si no será como un decorado de cartón, que volará a los primeros vendavales. El documento Iniciativa marroquí para la negociación de un Estatuto de autonomía de la Región del Sahara, abril del 2007 (en adelante, Iniciativa) prevé una amnistía general, una consulta mediante referendum, una repatriación y una oferta general de negociación (apartado III, proceso de aprobación y aplicación), elementos que merecen una valoración muy positiva desde el punto de vista de creación de consenso. La cuestión es si son suficientes para superar el conflicto y, en su caso, cómo organizar el proceso para lograrlo.

For the case of the Sahara, the Moroccan autonomy proposal aims at responding to the need of solving the regional dispute through a political and negotiated solution. 
La segunda precondición básica es el sistema de partidos políticos en la región, y concretamente la posibilidad de que existan partidos políticos regionales que tengan expectativas realistas de gobernar si obtienen la mayoría. Obviamente es necesaria una respuesta positiva para alcanzar el consenso preconizado, pero además es preciso establecer garantías respecto al establecimiento de un sistema electoral justo, porque sobre él descansa todo el sistema institucional. Sin un sistema de partidos que represente realmente a los distintos sectores sociales –es decir, con un sistema electoral justo- las instituciones serán frágiles.

Otra incógnita que debe despejarse inicialmente es la existencia de autonomía solo para el Sahara o la coexistencia de varias Regiones autónomas, como en algún momento se ha rumoreado, porque eso afecta a la distribución de competencias, a las relaciones intergubernamentales, y también a la función de las instituciones, es decir, a casi todo el sistema autonómico, que será diferente si es para una sola región o para varias.

2. Garantía constitucional

Las instituciones y las competencias de la autonomía no solo deben figurar en el Estatuto regional, sino también en la Constitución del Estado, proporcionando la garantía de que es un elemento estructural y permanente, que no puede ser limitada o suprimida por un gobierno coyuntural. La mejor forma de plasmar esta garantía es incluirla en la Constitución, porque así su modificación requiere reforma constitucional, lo que exige procedimiento complejo. Esta condición se cumple en el documento Iniciativa, punto 29, de manera que solo resta concretar la forma de realizarlo. Por ejemplo, en Italia los Estatutos especiales tienen rango de ley constitucional; en España, en cambio, el Estatuto tiene un rango intermedio pero varios artículos de la Constitución reconocen la autonomía (principios generales, competencias e instituciones).  

En muchas federaciones, pero también en Italia y España, el Tribunal Constitucional esta encargado directamente de proteger las competencias y las instituciones autónomas, y de alguna manera podría incorporarse también en Marruecos esta función al Tribunal Constitucional.
Lógicamente la incorporación de la autonomía a la Constitución conllevará un procedimiento especial la reforma del Estatuto. También se puede pensar en alguna condición que proporcione mayor garantía, como el referendum, para todas las reformas o solo para algunas particularmente importantes. 

En cualquier caso el Estatuto de Autonomía es una norma muy importante y requiere ideas claras respecto a su jerarquía y relación con la Constitución y las leyes, especialmente las leyes horizontales. En España la ambigua posición del Estatuto ha sido causa de muchos problemas, tanto en los procedimientos para su reforma, como en los supuestos de reformas legislativas generales (económicas, educativas, etc) que casi siempre afectan al Estatuto, directa o indirectamente. 

3. Factores ideológicos y simbólicos de la autonomía.

Es bien sabido que las creencias de los ciudadanos son el cemento que conjunta las instituciones, y de forma semejante a las ideas y símbolos del Estado, que recoge la Constitución, el Estatuto puede incluir conceptos que refuercen la autonomía, de identificación de los ciudadanos con las instituciones. En Cataluña este fenómeno es muy fuerte. 

Normalmente una primera definición recae sobre el propio carácter del pueblo que sustenta la autonomía, así como su relación con el Estado y el resto de la población. En España existe un contencioso histórico sobre la naturaleza de los pueblos de Cataluña, el País Vasco y otros, que la Constitución intenta recoger distinguiendo entre nación española, y nacionalidad catalana, vasca, etc. como sustrato de la Comunidad Autónoma o la región, pero el debate dista de estar cerrado.

En España tiene también extraordinaria importancia el conocimiento y el empleo de las lenguas diferentes del castellano (“español”), de forma que comparten la oficialidad el catalán, el vasco y el gallego en sus territorios. Su utilización dominante en la educación y los medios de comunicación de las CCAA, pero también en la administración y la cultura, les presta la mayor importancia.

Como elementos simbólicos destacados, el Estatuto de Cataluña recoge los caracteres de la bandera, el himno y el día de fiesta, justamente bajo el título de “símbolos de Cataluña” (art. 8). 

4. La posibilidad de introducir derechos de los ciudadanos de la CA.

Es otro tema ausente del proyecto contenido en la Iniciativa. 

Como ya se ha indicado, la Constitución española contiene una lista amplia de derechos fundamentales, particularmente protegidos, y después recoge otros “principios rectores” –a menudo derechos sociales (sanidad, trabajo, medio ambiente)- que depende esencialmente de las leyes para su desarrollo y protección. Los Estatutos de autonomía aprobados en la primera época, entre 1979-1983, no contenía derechos sino solo alguna alusión a principios generales, por ejemplo de carácter social. En cambio, los Estatutos reformados a partir del 2006 contienen una lista amplia de derechos, especialmente en los Estatutos de Cataluña y Andalucía.

Otros Estatutos reconocen derechos de sus ciudadanos con menos realce (Aragón, Castilla y León), pero en todos coinciden tres notas. En primer lugar, ninguno significa una disminución del contenido ni la eficacia de los derechos constitucionales. En segundo lugar, los derechos corresponden a competencias de la CA y su aplicación no puede significar ampliación competencial. En tercer lugar, son desarrollados por leyes de las CCAA y por tanto implican un mandato –y cierto control- del legislador autonómico. En la práctica, recogen facultades que corresponden a los ciudadanos en el ejercicio de las competencias, y poseen también un efecto ideológico: son los derechos del pueblo o de los ciudadanos de la región.

Esta novedad no puede ocultar, sin embargo, la evidencia de que los derechos y libertades principales de los ciudadanos son los recogidos en la Constitución. As far as the Moroccan proposal is concerned, the initiative provides for all those rights that are enshrined in the Moroccan Constitution as it specifies that “the Region’s populations shall enjoy all the guarantees afforded by the Moroccan Constitution in the area of human rights as they are universally recognized”.

5. Las instituciones.

El Parlamento, como institución más representativa de la autonomía, debe tener unas reglas claras para su elección que, aún sin entrar en detalle, deben ser conocidas por la población antes de la ratificación del Estatuto. También debe constar claramente la función legislativa, el de formación y control del gobierno, así como el principio de autonomía parlamentaria en su organización y funcionamiento. El reconocimiento de estos puntos, aunque sea sin detalles, supone una garantía esencial del carácter político de la autonomía. La elección del Gobierno aparece efectivamente en el punto 20 de la iniciativa.

Pero en cambio el punto anterior referido al Parlamento mantiene una ambigüedad sobre tres puntos clave: su elección, su poder legislativo y su autonomía de organización y funcionamiento. También conviene dejar clara la posición del jefe de gobierno, especialmente en relación a sus “ministros” (con esta u otra denominación), respecto al Parlamento (la posibilidad de que existan mecanismos de censura y confianza) y respecto a las instituciones (presidente de la autonomía o solo del gobierno?).

In the Moroccan Initiative, a Higher Regional Court is envisaged. It represents the highest court in the Sahara Autonomous Region. It has the final word on the interpretation of the law in the region, without prejudice to the powers of the Supreme Court and the Constitutional Council of the Kingdom. However, it is understood that the Moroccan Initiative does not go into those details given that it provides for the most important aspects of the Autonomy, while the other minor aspects might be dealt with at a later stage, or even through laws to be adopted by the regional Parliament.
En cambio, otras instituciones que figuran en la Iniciativa, como el Delegado del Gobierno o el Consejo Económico y Social can have a positive impact on full implementation of the autonomy, as well as the socio-economic development of the region and the well-being of its population. También podría resultar interesante la creación de un Ombudsman regional para el control de la “mala administración” y la defensa de los derechos ciudadanos: en Cataluña el funcionamiento del Síndic de Greuges  es equivalente al Defensor del Pueblo, que a su vez esta fuertemente inspirado en el Ombudsman. 
6. Las competencias.

La experiencia de la autonomía española, con un número elevadísimo de conflictos de competencias, no aconseja seguir nuestro sistema, que es muy complejo y ambiguo, por efecto mismo del consenso constituyente y la pluralidad de las CCAA. Es preferible la configuración de categorías sencillas, a poder ser exclusivas (totales)  del Estado o de la autonomía, pero la dinámica económica y social actual –la globalización, para decirlo deprisa- aconseja por el contrario acudir a técnicas de reparto de las competencias importantes entre el Estado y la Región, porque ningún problema serio puede ser resuelto por una sola de las partes. Quizás la solución de esta contradicción sea el recurso a cláusulas generales, como la prevalencia, que nosotros no tenemos, o la incorporación de fórmulas de colaboración, que son escasas en nuestra Constitución, para el ejercicio de las competencias.

The Moroccan Initiative provides algunos elements concerning the powers of the autonomous regions that are identified in paras 11 to 14, while those related to the powers of the State are identified in paras 16 and 17. These powers are in conformity with the principle de la autonomía and they concern the region’s local administration, local police force and jurisdictions, the economic and the social sectors, the region’s budget and taxation and the cultural affairs. Lógicamente la valoración correcta de esta distribución de poderes deberá realizarse cuando el sistema este completo.
7. La financiación.

The Moroccan Initiative provides the Sahara Autonomous Region with a wide range of possibilities in the local financial matters. It prevé  the allocation of resources required for the gobierno of the region, which will come from taxes, duties and regional levies enacted by the Region’s competent authorities, natural resources, and in particular the necessary funds allocated in keeping with the principle of national solidarity. También es comprensible la formulación general adoptada, pero la financiación requiere –como las competencias- algunos criterios claros sobre el margen de autonomía que tendrá la Región para decidir los ingresos y los gastos de la administración.

8. Las relaciones de colaboración.

Las relaciones intergubernamentales ocupan un papel decisivo en el funcionamiento de los sistemas federales y regionales actuales, incluso en aquellos –como el español- que no las previeron en la Constitución. En esta materia resulta decisiva la existencia de una Región o varias, pero en todo caso (también si sólo se contempla la Región del Sahara) sería muy recomendable que se hiciera al menos una previsión, quizás citando algunas técnicas generales (como el convenio y la participación), así como la conveniencia de crear órganos bilaterales, para el mejor tratamiento de las materias compartidas y la solución de los problemas comunes. 

La experiencia catalana de la Comisión Bilateral de Cooperación, que integra varias subcomisiones y grupos de trabajo, mencionada en la primera parte, puede resultar interesante, y la conclusión destacada de su funcionamiento es que resulta eficaz si los miembros de las dos partes (Estado y Región) ostentan realmente poder para resolver conflictos y desarrollar proyectos conjunto. The Moroccan Initiative provides for such possibilities. In fact, para 15 underscores that the Region may establish cooperation relations with foreign regions to foster inter-regional dialogue and cooperation, y solo haría falta concretarlo un poco más.
9. A modo de conclusión.

Desgraciadamente no conozco bastante la situación actual de las conversaciones sobre el futuro del Sahara, pero si hubiera la posibilidad de avanzar con una mayor confianza mutua, yo exploraría la posibilidad de concretar más el contenido de la Iniciativa, porque diversos puntos admiten un detalle muy superior.

Especialmente las  normas sobre el Parlamento, la distribución de competencias y la financiación –que son los elementos decisivos de una posible Región autónoma- pueden ser desarrolladas mucho más. Lógicamente, el ideal sería que ese desarrollo surja de un diálogo entre las diferentes partes implicadas. Finalmente, puede decirse que la Iniciativa marroquí constituye un documento adecuado para avanzar en la creación de un gobierno autónomo del Sahara. Como observador externo, creo que es una buena base para la negociación de una solución política al conflicto que durante cuatro décadas ha generado tanto sufrimiento a tantas personas. La técnica de la autonomía ha surgido en todas partes para incluir una forma de autogobierno dentro de un Estado más amplio, proporcionando la posibilidad de convivencia pacífica de comunidades distintas. 
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